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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

TUTELA NÚMERO  389-2021 

 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 

 

Bogotá D.C., septiembre catorce (14) de dos mil veintiuno (2021) 

 
OBJETO DE LA DECISIÓN 

 
Se pronuncia el Despacho sobre la acción impetrada por el señor JAIME 

ALEXANDER MARTÍNEZ NOGUERA, identificado con C.C. No. 79.899.875 

como agente oficioso de su hermana la señora LUZ MARINA MARTÍNEZ 

NOGUERA, identificada con C.C. No. 51.924.649, contra la DIRECCIÓN DE 

SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL – DISAN, por vulneración a los 

derechos fundamentales constitucionales de vida, vida digna, salud y seguridad 

social. 

 
ANTECEDENTES 

 
El señor JAIME ALEXANDER MARTÍNEZ NOGUERA, identificado con la C.C. 

No. 79.899.875, como agente oficioso de su hermana la señora LUZ MARINA 

MARTÍNEZ NOGUERA, identificada con C.C. No. 51.924.649, presenta 

acción de tutela contra la DIRECCIÓN DE SANIDAD POLICÍA NACIONAL - 

DISAN, para que se pronuncien sobre las pretensiones del accionante 

consistentes en que se le asigne a la señora LUZ MARINA MARTÍNEZ 

NOGUERA, identificada con C.C. No. 51.924.649, cita de Psicología la cual es 

requerida por la JUNTA MÉDICA DE LA DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA 

POLICÍA NACIONAL, lo anterior por cuanto manifiesta el accionante lleva 

más de tres (03) meses solicitando la cita en mención y no ha sido posible que 

se le agende la misma, así mismo se manifiesten sobre las demás pretensiones 

incoadas por el accionante. 

 

Fundamenta su petición en el artículo 1, 11, 48, 49 de la Constitución Política de 

Colombia de 1993, Decreto 917 de 1999, Art. 7 Acuerdo 048-007 SSMP 

 
ACTUACIÓN DEL DESPACHO 

 
De conformidad con el procedimiento reglado en el Decreto 2591 de 1991, el 

Juzgado, mediante auto de septiembre primero (01) de dos mil veintiuno (2021), 
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dispuso dar trámite a la presente acción de tutela y notificar a la entidad 

accionada mediante correo electrónico, a fin de que ejerciera su derecho de 

defensa y contradicción frente a los hechos y pretensiones indicados por la parte 

accionante y enunciados en el acápite de antecedentes de esta providencia.  

 

La accionada  DIRECCIÓN DE SANIDAD POLICÍA NACIONAL - DISAN, en 

alguno de los apartes de la respuesta relacionó lo siguiente: 

 
“De acuerdo a la comunicación oficial No S-2021-002047-DISAN del 18 de enero 
del 2021, el Director de Sanidad Brigadier General MANUEL ANTONIO VÁSQUEZ 
PRADA, por medio de la cual delega la función de emitir respuesta a las acciones 
de tutela, vía correo electrónico a los diferentes despachos judiciales, obedeciendo 
al Decreto No 417 del 17 de marzo de 2020, “Por el cual se declara el estado de 

emergencia” tomando como medida de autocuidado el uso de las herramientas 
tecnológicas como medida para evitar el contagio y propagación del coronavirus 

(COVID – 19), se procede a informar a su digno despacho lo siguiente: 
 
“teniendo que la cobertura de la Dirección de Sanidad se presta en todo el territorio 
nacional, resulta indispensable para dar aplicación a los principios consagrados en 
el artículo 209 de la Constitución Nacional y en especial el principio de eficiencia, 
organizar la prestación del servicio de salud a través de las Unidades Prestadoras 

de Salud, quienes por medio de los diferentes jefes de esta unidades son los 
directamente responsables de la correcta prestación de los servicios de salud, a 
través de la red propia y contratada en su respectiva jurisdicción, siendo física y 
misionalmente imposible que la Directora de Sanidad pueda responsabilizarse de 
la atención directa de cada unidad”. 
 
“De conformidad con el pronunciamiento de la Corte Constitucional mediante 

Sentencia C-805 de 2006 M. P.: Álvaro Tafur Gálvis, al considerar que la misma 
evita que se “desatienda, diluya o desdibuje la gestión a cargo de las autoridades 

públicas, en la medida en que contribuye al ejercicio oportuno de las atribuciones 
conferidas a la administración estatal: La delegación de funciones, así como 
los demás principios organizacionales consagrados en el artículo 209 de 
la Constitución, establece la forma como pueden distribuirse las 
competencias dentro de la administración del estado para el cumplimiento 

de la función administrativa”. 
 
“De otro lado es muy importante que ese Despacho tenga en cuenta que la 
normatividad constitucional y legal, nos ha facultado para delegar y desconcentrar 
funciones, en virtud a que la Dirección de Sanidad cuenta con 115 establecimientos 
de salud (de acuerdo a Resolución No 560 del 20 diciembre, con aproximadamente 

608.769 usuarios y recibe a nivel nacional un promedio de 3867 tutelas al año”. 

 
                               4. DE LA JUNTA MEDICO LABORAL 

 
“La Dirección de Sanidad de la Policía Nacional mediante Resolución No. 05644 del 
10 de diciembre de 2019 “Por la cual se define la estructura orgánica interna y se 

determinan las funciones de la Dirección de Sanidad y se dictan otras 
disposiciones”, para el Área de Medicina Laboral establece lo siguiente: 

 
“Artículo 29: AREA DE MEDICINA LABORAL. Es la dependencia de la 
Subdirección de Sanidad encargada de administrar el proceso Calificación de la 
Capacidad Medico Laboral, verificando el cumplimiento de las políticas, 
lineamientos y actividades que permitan el oportuno desarrollo del proceso en los 
Grupos Medico Laborales a nivel país”. 

 

“Según lo establecido por el artículo 52 de la misma resolución, en el desarrollo 
del Proceso Medico Laboral de la Policía Nacional, corresponde a los Grupos de 
Medicina Laboral cumplir las siguientes funciones: 
 
“ARTICULO 52 GRUPO MEDICINA LABORAL: Es la dependencia de la Unidad 
Prestadora de Salud encargada de desarrollar las actividades del proceso de 

Calificación de la Capacidad Medico Laboral. Cumplirá las siguientes funciones: 
 

“1. Cumplir las políticas y lineamientos generales emanados por el Área de 
Medicina Laboral.  
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2. Realizar junta medico laboral definitiva o provisional que cumpla con las 
causales de convocatoria.  

3. Determinar la invalidez de los beneficiarios que tengan derecho a tal calificación, 
según lo establecido por el Consejo Superior de Salud de las Fuerzas Militares y de 
la Policía Nacional.  

4. Realizar la evaluación con criterios médicos laborales a los pensionados por 
invalidez, con el fin de determinar si requieren la revisión por parte del Tribunal 
Medico Laboral.  
5. Calificar las aptitudes psicofísica al personal uniformado, alumnos de las 
escuelas de formación, auxiliares bachilleres y regulares, así como al personal no 
uniformado vinculado a la institución con anterioridad a la vigencia de la Ley 100 
de 1993, durante su ingreso, permanencia y retiro.  

6. Coordinar y responder por la ejecución de las actividades propuestas en los 
planes, para el mejoramiento continuo del proceso.  
7. Desarrollar el mantenimiento, aseguramiento y mejoramiento del Sistema de 
Gestión Integral de la Policía Nacional en la dependencia.  
8. Realizar actividades establecidas en la gestión documental aplicando la 
normatividad vigente.  

9. Las demás que le sean asignadas de acuerdo con la Ley, los reglamentos o la 

naturaleza de la dependencia.  
PARAGRAFO: La conformación de este grupo aplica para aquellas Unidades 
Prestadoras de Salud donde existe el personal para desempeñar las funciones”. 
 
“Conforme a lo reglamentado por el Decreto 1796 del 2000 "Por el cual se regula 
la evaluación de la capacidad sicofísica y de la disminución de la capacidad laboral, 

y aspectos sobre incapacidades, indemnizaciones, pensión por invalidez e informes 
administrativos por lesiones, de los miembros de la Fuerza Pública, Alumnos de las 
Escuelas de Formación y sus equivalentes en la Policía Nacional, personal civil al 
servicio del Ministerio de Defensa Nacional y de las Fuerzas Militares y personal no 
uniformado de la Policía Nacional vinculado con anterioridad a la vigencia de la Ley 
100 de 1993" se establecen los lineamientos para la convocatoria a la Junta Medico 
Laboral, en este caso para retiro, en los siguientes términos: 

 
“ARTICULO 16. SOPORTES DE LA JUNTA MÉDICO-LABORAL MILITAR O DE 
POLICÍA. Los soportes de la Junta Médico-Laboral serán los siguientes:  
a. La ficha médica de aptitud psicofísica”. 

b. El concepto médico emitido por el especialista respectivo que especifique el 
diagnóstico, evolución, tratamiento realizado y secuelas de las lesiones o 

afecciones que presente el interesado.  
c. El expediente médico - laboral que reposa en la respectiva Dirección de 

Sanidad. 
d. Los exámenes paraclínicos adicionales que considere necesario realizar. 
e. Informe Administrativo por Lesiones Personales.  
PARÁGRAFO. Una vez recibidos los conceptos médicos definitivos que determinen 
las secuelas permanentes, la Junta Medico Laboral se deberá realizar a más tardar 

dentro de los noventa (90) días siguientes. 

 
    5. RESPONSABLE DEL CUMPLIMIENTO A LA ACCIÓN CONSTITUCIONAL  
 
“Por lo expuesto anteriormente, de manera muy respetuosa comunico a su digno 
Despacho, que de acuerdo a la resolución 5644 del 2019, en la estructura orgánica 
de la Dirección de Sanidad tiene unidad desconcentradas para el cumplimiento de 
su misionalidad, así: 

 
REGIONALES DE ASEGURAMIENTO EN SALUD 

 
“Es la unidad desconcentrada del Área Gestión de Aseguramiento en Salud, 
encargada de acompañar, verificar y controlar a las Unidades Prestadoras de Salud 
compuestas por los Establecimientos de Sanidad Policial y red contratada externa, 

en el desarrollo de las estrategias y actividades que garanticen el acceso efectivo 
a los servicios de salud, la gestión del riesgo en salud, la articulación de los 
servicios, la integralidad y continuidad de los mismos y el cumplimiento de los 
derechos de los usuarios sin perjuicio de su autonomía”. 
 

UNIDADES PRESTADORAS DE SALUD 
 

“Son las dependencias encargadas de cumplir las políticas y las actividades 
definidas desde el Área Gestión de Prestación Servicios de Salud, para garantizar 
la prestación del servicio de salud de la zona de influencia”. 
 

“La Regional de Aseguramiento en Salud No. 1, cuenta con presupuesto 
propio de acuerdo a la resolución 001 del 02 de enero de 2021 “Por la cual 
se desagrega el detalle del anexo del Decreto de liquidación del 
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Presupuesto General de la Nación No. 1805 del 31 de diciembre de 2020 
para la Vigencia fiscal de 2021 se detallan los ingresos del presupuesto de 

Rentas y Gastos del Fondo Cuenta de Salud de la Policía Nacional y se 
efectúan asignaciones internas de apropiaciones del Presupuesto de 
Gastos de Salud al Nivel Central, Unidades Prestadoras de Salud y Hospital 

Central para la vigencia fiscal 2021”. Adicionalmente cuentan con la 
resolución 00277 del 27 de enero del 2020 “Por la cual se delega en 
algunos funcionarios la competencia para contratar comprometer y 
ordenar el gasto, en desarrollo de las apropiaciones incorporadas al 
presupuesto de la Policía Nacional suscribir convenios y/o contratar”. 
 
“Me permito informar al despacho que la Dirección de Sanidad es una dependencia 

de la Policía Nacional que a su vez es una Dirección dentro de la estructura orgánica 
del Ministerio de Defensa Nacional, encargada de administrar el Subsistema de 
Salud e implementar las políticas que emita el Consejo Superior de Salud de las 
Fuerzas Militares y de la Policía Nacional y los planes y programas que coordine el 
Comité de Salud de la Policía Nacional respecto del Subsistema de Salud de la 
Policía Nacional”. 

 

“De acuerdo a lo anterior y con el fin de dar cabal cumplimiento a la acción 
de tutela del asunto me permito informar que la unidad responsable frente 
a la prestación del servicio es la Unidad Prestadora de Salud Bogotá 

liderada por la señora Mayor HELLEN JOHANNA JIMENEZ  OREJUELA, 
correo electrónico disan.upb-aj@policia.gov.co y como superior jerárquico 
encargado de verificar los procesos y procedimientos en la prestación de 
los servicios de Salud, es el jefe de la Regional de Aseguramiento en Salud 
N° 1 – Bogotá, la cual es liderada por la señora Teniente Coronel ANA 
MILENA MAZA SAMPER cuya oficina queda ubicada en la carrera 68 B Bis 
Nº 44 - 58, teléfono 5804400 extensión 1302 – 1312, correo electrónico 

disan.rases1-aj@policia.gov.co disan.upb-med@policia.gov.co disan.upb-
gme@policia.gov.co; del Área de Medicina Laboral liderada por el señor 
Mayor FABIAN ANDRES SARMIENTO AULI cuya oficina queda ubicada en 
ésta dirección, teléfono 5804400 extensión 1371, correo electrónico 
disan.armel@policia.gov.co. Por lo que, en aras de gestionar la tutela de 
la forma más eficiente, me permito solicitar a ese Digno Despacho, que 
cualquier requerimiento acerca de esta acción, sea enviado directamente 

a las unidades antes en mención”. 

 
La acción de tutela fue remitida por parte de la DIRECCIÓN DE SANIDAD 

POLICÍA NACIONAL – DISAN, remitió por competencia la Acción 

Constitucional ante el GRUPO MÉDICO LABORAL BOGOTÁ, quienes emitieron 

la siguiente respuesta: 

 

Una vez revisado por parte de una autoridad médico laboral tanto en los 
antecedentes médico laborales como en el SISAP, la hoy accionante señora LUZ 
MARINA MARTÍNEZ NOGUERA identificada con la cédula de ciudadanía número 
51.924.649, se evidencia cita de inicio de estudio del 28/04/2021 donde se le 
solicita valoración por Neurología, evento 36 del 19/07/2021 y evento 34 del 
31/05/2021 concepto que se encuentra cerrado por lo tanto es citada a comité 

valoración a beneficiarios, cita que quedó programada para el 15 de septiembre 
de 2021 a las 03:00 pm, la cual se le comunica mediante comunicación oficial N° 
GS-2021-377063-MEBOG, siendo notificado a los abonados telefónicos 
3142501364, 3507154979 y al Correo electrónico brayansmn01@gmail.com datos 
aportados por el mismo dentro del escrito de tutela.  
 
Así mismo, se le informa al señor Juez que respecto de la cita de psicología NO 

fue requerida por medicina laboral, por lo tanto, no es necesaria para realizar el 
comité valoración a beneficiario como lo indica el accionante, esta cita asistencial 
fue solicitada por la señora Luz Marina Noguera toda vez que ella cuenta con los 
servicios de salud y puede solicitar valoraciones que crea pueda necesitar, 
reiterando que solo son de carácter asistencial. 
 
“Igualmente, de manera atenta y respetuosa me permito informar al despacho, 

que el Grupo Médico Laboral Bogotá CARECE de competencia legal para agendar 
citas de carácter asistencial, toda vez que no forma parte del giro ordinario de 
nuestras funciones, las cuales únicamente se enmarcan en la evaluación y 

calificación de la aptitud psicofísica para la prestación del servicio policial”. 
 
“En aras de adelantar las gestiones pertinentes para dar respuesta de la tutela, la 

mailto:brayansmn01@gmail.com
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Jefatura del Grupo Médico Laboral Bogotá, mediante oficio N° GS-2021-377069-
MEBOG le informa sobre el agendamiento de la cita de psicología a la accionante 

y notificada al correo anteriormente mencionado”. 
 

1. DE LA VALORACIÓN A LOS BENEFICIRIOS 

   
 Es  importante  reiterar  al  despacho  que  el  Sistema  de  Salud  de las Fuerzas 

Militares y de la Policía Nacional se estructura mediante el Decreto 1795 del 2000, 
en el cual se establecen la políticas, principios, fundamentos, planes, programas y 
procesos, además, se determinan claramente quienes son sus afiliados y 
beneficiarios, así: 
 

“El artículo 24 del Decreto 1795 de 2000 explica quiénes son los beneficiarios de 
los afiliados al sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, 
así: 
 
“ARTÍCULO 24.- BENEFICIARIOS. Para los afiliados enunciados en el literal a) 
del Artículo 23, serán beneficiarios los siguientes: 

 

a. El cónyuge o el compañero o la compañera permanente del afiliado. Para el 
caso del compañero(a) sólo cuando la unión permanente sea superior a dos 
(2) años. 

b. Los hijos menores de 18 años de cualquiera de los cónyuges o compañero (a) 
permanente, que hagan parte del núcleo familiar o aquellos menores de 25 
que sean estudiantes con dedicación exclusiva y que dependan 

económicamente del afiliado. 
c. Los hijos mayores de 18 años con invalidez absoluta y permanente, 

que dependan económicamente del afiliado y cuyo diagnóstico se haya 
establecido dentro del límite de edad de cobertura. 

d. A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente e hijos con derecho, 
la cobertura familiar podrá extenderse a los padres del afiliado, no pensionados 
que dependan económicamente de él. 

 
“De igual forma, el Acuerdo 069/2019 (actualmente vigente) “por el cual se 
establecen políticas y lineamientos para la calificación de invalidez: de los 
beneficiarios del Sistema de Salud de Fuerzas Militares y de la Policía Nacional El 

Consejo Superior de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, de 
conformidad con las facultades otorgadas por los literales a). b) del artículo 9° del 

Decreto 1795 de 2000”, el cual se aplica a los beneficiarios del Sistema de Salud 
de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional a que se refiere el literal c) del 
artículo 24 del Decreto 1795 de 2000, establece en su artículo 4° que a valoración 
a beneficiarios se realizará con el fin de determinar la continuidad en la prestación 
del servicio médico”. 
 
“Artículo 4°, Finalidad de la calificación de pérdida de capacidad laboral y 

ocupacional. La valoración y el dictamen de que trata el presente acuerdo, se 
realizará única y exclusivamente con el fin de determinar el estado de invalidez y 
la continuidad como afiliado al SSMP en condición de beneficiarios”. 
 
“Parágrafo 1°. La cobertura del SSMP será brindada a aquellos beneficiarios cuya 
calificación sea igual o superior al 50% de su pérdida de capacidad laboral u 
ocupacional”. 

 

“Artículo 6°. Procedimiento y requisitos para la calificación del estado de 
invalidez. El Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares y el Subsistema de Salud 
de la Policía Nacional, deberán implementar el procedimiento para la calificación 
del estado de invalidez conforme a los términos definidos en el artículo 3° del 
presente acuerdo”. 

 
“Parágrafo 1°. Los equipos de calificación se conformarán con los criterios 
mínimos de acuerdo a la normatividad vigente y su verificación se realizará por 
parte de la Dirección General de Sanidad Militar y de la Dirección de Sanidad de la 
Policía Nacional según corresponda”. 
 
 

PARA RESOLVER SE CONSIDERA 

 

Como se sabe, la acción de tutela, consagrada en la Constitución Política de 

Colombia, en su artículo 86, se ha concebido como un mecanismo de 

procedimiento preferente y sumario, que todo ciudadano tiene ante los jueces 
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de la República, para que por ella misma o interpuesta persona reclame la 

protección de sus derechos fundamentales vulnerados por alguna autoridad 

pública o particular, mediante acción u omisión propia. 

 

Del análisis de la normatividad comentada, se deduce que la procedencia de la 

acción de tutela se encuentra supeditada a la concurrencia de cuatro aspectos:  

Que se trate de un derecho constitucional fundamental, que ese derecho sea 

vulnerado o amenazado, que la violación del derecho provenga de autoridad 

pública o excepcionalmente de un particular y que no exista otro medio de 

defensa Judicial.  

 

Como efectivamente se trata de un derecho fundamental, es del caso hacer 

algunas: 

 

CONSIDERACIONES 

 
1.-De la procedencia de la acción de tutela 

La Acción de Tutela, es un mecanismo constitucional, cuyo objeto son los 

derechos fundamentales y su finalidad es la protección de los mismos frente a 

acciones u omisiones de funcionarios públicos o de particulares que tiendan a 

menoscabarlos. 

 
Además, constituye un mecanismo de origen constitucional de carácter 

subsidiario. Esto significa que la Acción de Tutela sólo procede a falta de una 

específica institución procedimental para lograr el amparo del derecho 

sustancial, de conformidad con lo consagrado en el artículo 86 de la Constitución 

Nacional. La Acción de Tutela no es un medio sustitutivo de los demás 

procedimientos que consagra nuestro ordenamiento jurídico tendiente a 

defender los derechos fundamentales. 

 

De conformidad con lo previsto en el artículo 86 de la Carta Fundamental, 

penúltimo inciso, desarrollado en el artículo 6º, numeral 1º del Decreto 2591 de 

1991 es condición negativa de procedibilidad de la Acción de Tutela que el 

afectado disponga de otro medio de defensa judicial. Esta condición clara y 

precisa, confirma el carácter subsidiario y excepcional de la aludida institución. 

 

2.- Del  caso concreto,  tenemos  que  la  acción invocada se centra en obtener 

respuesta a la solicitud enunciada en el acápite de antecedentes de la presente 

providencia. 

 

Sobre los derechos invocados como vulnerados es de traer a colación lo dicho 

por la Honorable Corte Constitucional en algunos de sus fallos, así: 
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En cuanto al derecho a la vida, la Corte Constitucional el alguno de los apartes 

de la Sentencia T-444 de 1999, ha señalado lo siguiente: 

 
“En reiterada jurisprudencia, esta Corporación ha sostenido que el derecho 

constitucional fundamental a la vida no significa la simple posibilidad de existir sin 
tener en cuenta las condiciones en que ello se haga, sino que, por el contrario, 
supone la garantía de una existencia digna, que implica para el individuo la mayor 
posibilidad de despliegue de sus facultades corporales y espirituales, de manera 
que cualquier circunstancia que impida el desarrollo normal de la persona, siendo 
evitable de alguna manera, compromete el derecho consagrado en el artículo 11 

de la Constitución. Así, no solamente aquellas actuaciones u omisiones que 
conducen a la extinción de la persona como tal, o que la ponen en peligro de 
desaparecer son contrarias a la referida disposición superior,  sino  también todas 
las circunstancias que incomodan su existencia hasta el punto de hacerla 
insoportable. Una de ellas, ha dicho la Corte, es el dolor cuando puede evitarse o 
suprimirse, cuya extensión injustificada no amenaza, sino que vulnera 
efectivamente la vida de la persona, entendida como el derecho a una existencia 

digna. También quebranta esta garantía constitucional el someter a un individuo a 
un estado fuera de lo normal con respecto a los demás, cuando puede ser como 
ellos y la consecución de ese estado se encuentra en manos de otros; con más 
veras cuando ello puede alcanzarlo el Estado, principal obligado a establecer 
condiciones de bienestar para sus asociados”. 

 
En cuanto a la vida digna, la Corte Constitucional el alguno de los apartes de 

la Sentencia T-444 de 1999, ha señalado lo siguiente: 

 
  “(…) En  reiterada  jurisprudencia,  esta  Corporación  ha sostenido que el derecho 

constitucional fundamental a la vida no significa la simple posibilidad de existir sin 
tener en cuenta las condiciones en que ello se haga, sino que, por el contrario, 
supone la garantía de una existencia digna, que implica para el individuo la mayor 
posibilidad de despliegue de sus facultades corporales y espirituales, de manera 
que cualquier circunstancia que impida el desarrollo normal de la persona, siendo 

evitable de alguna manera, compromete el derecho consagrado en el artículo 11 

de la Constitución. Así, no solamente aquellas actuaciones u omisiones que 
conducen a la extinción de la persona como tal, o que la ponen en peligro de 
desaparecer son contrarias a la referida disposición superior, sino también todas 
las circunstancias que incomodan su existencia hasta el punto de hacerla 
insoportable. Una de ellas, ha dicho la Corte, es el dolor cuando puede evitarse o 
suprimirse, cuya extensión injustificada no amenaza, sino que vulnera 
efectivamente la vida de la persona, entendida como el derecho a una existencia 

digna. También quebranta esta garantía constitucional el someter a un individuo a 
un estado fuera de lo normal con respecto a los demás, cuando puede ser como 
ellos y la consecución de ese estado se encuentra en manos de otros; con más 
veras cuando ello puede alcanzarlo el Estado, principal obligado a establecer 
condiciones de bienestar para sus asociados”. 

 
Sobre del Derecho a la salud en apartes de la Sentencia T-124 de 2019, 

relaciona lo siguiente: 

 
(…) “reconoció el derecho a la salud como “fundamental, autónomo e irrenunciable 
y como servicio público esencial obligatorio a cargo del Estado”. En el artículo 6º. 
estableció los principios que lo orientan, entre los que se destacan: i) 
universalidad, que implica que todos los residentes del territorio gozarán del 
derecho a la salud en todas las etapas de la vida; ii) pro homine, en virtud del cual 
todas las autoridades y actores del sistema de salud interpretarán las normas 

vigentes que sean más favorables para proteger el derecho a la salud; iii) equidad, 
referido a la necesidad de implementar políticas públicas dirigidas al mejoramiento 
de la salud de personas de escasos recursos, grupos vulnerables y sujetos de 
especial protección; iv) continuidad, según el cual una vez iniciado un servicio no 
puede suspenderse por razones administrativas o económicas; y v) oportunidad, 
el cual significa que los servicios deben ser provistos sin demoras (...).” 

 
(…) “la sentencia T-121 de 2015, reiteró que el derecho a la salud no está limitado 

a la prestación de un servicio curativo, sino que abarca el inicio, desarrollo y 
terminación de los tratamientos médicos hasta que se logre la recuperación y 
estabilidad del paciente. La Corte sostuvo que en atención al principio pro homine, 
si existen dudas en torno a si el servicio solicitado está o no incluido dentro del 
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plan de beneficios, prevalece el favorecimiento a la prestación efectiva del mismo 
(...).” 

 
 

Sobre el derecho a la seguridad social la Corte Constitucional ha señalado en 

algunos de los apartes de la Sentencia C-083 de 2019, lo siguiente: 

 

“(…) De acuerdo con el artículo 48 de la Constitución Política la seguridad social es 
un derecho irrenunciable, que se garantiza a todos los habitantes a través de un 
servicio público, bajo la dirección, coordinación y control del Estado, fundado en 
los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. Al tratarse de un derecho 
social fundamental requiere para su realización efectiva un desarrollo legal, la 

implementación de políticas encaminadas a obtener los recursos necesarios para 
su materialización, así como la provisión de una estructura organizacional, que 
conlleve a la realización de prestaciones positivas, para asegurar unas condiciones 
materiales mínimas de exigibilidad”. 
 

“Para ampliar progresivamente la cobertura de la seguridad social, se han utilizado 

diversos métodos, uno de ellos es habilitar tanto a las entidades públicas, como 
privadas a prestar los servicios, bajo estrictos criterios de control y protección de 
sus recursos, de manera que no puedan destinarse, ni utilizarse para fines distintos 
a los de cumplir y satisfacer las prestaciones que de ella emanan y que son 
múltiples. Así mismo se han introducido, de acuerdo con la necesidad de cada 
Estado, principios técnicos para la indemnización de los riesgos sociales, que 
garanticen medios de existencia tanto como sea posible”. 

 
“Esta Corporación ha explicado cómo se han venido transformando las formas de 
indemnizar tales riesgos sociales, no solo en cuanto a las técnicas usadas, sino a 
la finalidad pretendida, específicamente al plantear la conversión del seguro social 
al de seguridad social entendida como derecho social fundamental”. 
 
“Esta conversión se realizó en la Ley 100 de 1993, que tal como lo explicó en su 

momento la sentencia C-408 de 1994, procuró que la seguridad social tuviese una 
cobertura integral de las contingencias y para ello se ocupó tanto de la salud, como 

de los riesgos asociados a la vejez, la invalidez, la muerte, el desempleo y la 
pobreza”. 
 
“Especialmente la protección de la vejez, que se asienta en deberes de humanidad 

ante el debilitamiento del ser humano y que, por razón de justicia social, garantiza 
el descanso en contrapartida al esfuerzo que ha implicado vivir y trabajar, se 
realiza en el sistema de la Ley 100 de 1993 a través de la pensión y de los auxilios 
dispensados para quienes, pese a tener más de 65 años, carecen de rentas para 
subsistir, además de encontrarse en condiciones de pobreza extrema (...)”. 

 
SOBRE LA CARGA DE LA PRUEBA  

 
La Corte Constitucional en sentencia T-571 de 2015 sobre el principio de la carga 

de la prueba en tratándose de acciones de tutela, concluyó que quien la instaura 

al estimar vulnerados o amenazados sus derechos fundamentales, tiene la carga 

procesal de probar sus afirmaciones, sin perjuicio que la misma se invierta 

cuando existe un estado de indefensión o la imposibilidad fáctica o jurídica que 

probar los hechos que se alegan.  

  
“(…) “El artículo 22 del mencionado decreto, "el juez, tan pronto llegue al 
convencimiento respecto de la situación litigiosa, podrá proferir el fallo, sin 
necesidad de practicar las pruebas solicitadas". Pero esta disposición no puede 
entenderse como una autorización legal para que el juez resuelva sin que los 
hechos alegados o relevantes para conceder o negar la protección hayan sido 

probados, cuando menos en forma sumaria dadas las características de este 
procedimiento. Su determinación no puede ser adoptada con base en el 
presentimiento, la imaginación o el deseo, sino que ha de obedecer a su 

certidumbre sobre si en efecto ha sido violado o está amenazado un derecho 
fundamental, si acontece lo contrario, o si en el caso particular es improcedente 
la tutela. A esa conclusión únicamente puede arribar el fallador mediante la 
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evaluación de los hechos por él establecidos con arreglo a la ley y sin desconocer 
el derecho de defensa de las partes (…)". 

 
Así pues, la tutela solo sería procedente siempre y cuando se logre demostrar que 

el medio idóneo mencionado resulta ser ineficaz en el caso en concreto, lo cual 

una vez revisada la documental obrante dentro del expediente no sucede, pues 

como se mencionó en líneas anteriores la jurisprudencia de la Corte Constitucional 

ha sido enfática en que la procedencia del amparo se encuentra sujeta a que el 

accionante acredite sumariamente las razones por las cuales el medio judicial 

ordinario es ineficaz para lograr la protección inmediata de los derechos 

fundamentales presuntamente afectados. 

 
Finalmente tampoco se observa la existencia de una posible configuración de un 

Perjuicio  irremediable,  que,  como  se sabe, debe reunir las condiciones de ser 

inminente, es decir, que se trate de una amenaza que está por suceder 

prontamente; ser grave, es decir, que el daño o menoscabo material o moral en 

el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; ser urgente, es decir, que 

exija la adopción de medidas prontas o inmediatas para conjurar la amenaza; 

ser impostergable, es decir, acreditar la necesidad de recurrir al amparo como 

mecanismo expedito y necesario para la protección de los derechos. 

 
Sin más consideraciones, asistiéndole a la accionante otros mecanismos para 

prosperar lo pretendido, es del caso declarar IMPROCEDENTE la acción objeto 

de decisión, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.  

 
D E C I S I Ó N 

 
En  Mérito de lo expuesto, el Juzgado Diecinueve Laboral del Circuito de Bogotá 

D.C, Administrando Justicia en nombre de La República De Colombia y por 

autoridad de la Ley. 

 

R E S U E L V E 

 
PRIMERO:  DECLARAR  IMPROCEDENTE  la  acción  invocada  por el señor 

JAIME ALEXANDER MARTÍNEZ NOGUERA, identificado con C.C. No. 

79.899.875 como agente oficioso de su hermana la señora LUZ MARINA 

MARTÍNEZ NOGUERA, identificada con C.C. No. 51.924.649, contra la 

DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL – DISAN, por las 

razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE a las partes por el medio más expedito. 

 
TERCERO: Si  la  presente  decisión no fuere recurrida, remítase la actuación a 



10 

 

la H. Corte Constitucional para su eventual revisión, en cumplimiento a lo 

preceptuado en el artículo 31 del Decreto 2591de 1991. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE   

 

LA JUEZ,                  

 
 
 

 
ORIGINAL FIRMADO POR: 

LEÍDA BALLÉN FARFÁN 

 

 

 
JERH 

 
 

 
 

 
 

 
 
 

 
 

 
 
 

 
 

 
 
 

 
 

 
 
 

 
 

 
 
 

 
 

 
 
 

 
 

 
 
 

 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL  
CIRCUITO DE BOGOTA D.C. 

 
La anterior providencia fue notificada por 

 anotación en estado: 

 
No. 141 del 15 de septiembre de 2021 

 
LUZ MILA CELIS PARRA 

SECRETARIA. 


